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1. Introducción
En la cumbre de Río de 1992 se establecieron los principios de la agenda  21  que  propicia un enfoque de participación y organización comunitaria para  proveer nuevas estrategias participativas en que la comunidad  (residentes, usuarios, instituciones públicas y privadas, empresas y negocios locales)  es llamada a la generación de consensos a partir de una visión común sobre el futuro deseado para la comunidad de un territorio determinado. El principio detrás de esta apuesta por la participación comunitaria es el de la búsqueda de equilibrios entre los diversos intereses del desarrollo; de la empresa, el medio ambiente y la comunidad. 

La creación de la conciencia ciudadana y colectiva fundada en valores y acuerdos colectivos respecto de temas de interés como es el caso de la provisión de servicios, de la protección ambiental y en particular del manejo y gestión del recurso hídrico constituye en estos casos una herramienta para la promoción el desarrollo.

En el trabajo analizaremos los límites y las oportunidades de aplicación de las recomendaciones del capítulo 18 de la Agenda 21 en materia de participación ciudadana en la gestión del agua potable en Argentina a la luz de las modalidades de prestación y los conflictos de gobernabilidad surgidos en la prestación de este servicio público.

2. Agua Potable, apuntes sobre su gobernabilidad.

La gestión democrática  de los recursos hídricos en general importa un gran desafío, que se tornan más complejos cuando hablamos de la gestión de los servicios de agua potable y saneamiento, esta última implica una realidad multidimensional que abarca cuestiones técnicas, políticas y sociales (BENNET, 1995)

Este sistema estaría definido por la intersección de Necesidades, Recursos naturales y Técnicas, tanto las materiales  y organizativas (MATES BARCO, 1999). En el tema de las necesidades aparecen elementos propios de la gobernabilidad en materia de agua potable y central para el desarrollo:   la universalidad de acceso, y la cantidad y calidad del agua.

El tema de los recursos con que cubrir las necesidades están estrechamente ligado el tema de la gobernabilidad de los recursos hídricos, y  la sustentabilidad de la explotación, teniendo en cuenta las fuentes de abastecimiento.

Las técnicas materiales cumplen un rol importante  en garantizar  la eficacia en los dos aspectos anteriores, por una parte cubrir las necesidades, y por otra  establecer pautas de aprovechamiento del recurso de manera sustentable. El proceso de abastecimiento conlleva la captación, transporte, distribución y posterior recolección, tratamiento y evacuación de residuos. Este proceso demanda soluciones técnicas que importan la obtención de recursos para realizar las inversiones necesarias.

Los elementos mencionados anteriormente están condicionados por el carácter de monopolio natural del servicio, y las implicancias organizativas que esto conlleva. Las técnicas organizativas, sean ellas públicas o privadas,  se enfrentan en el abastecimiento de agua potable a  la gestión de problemas económicos, políticos, jurídicos y empresariales. En efecto, tal como señalábamos anteriormente  el abastecimiento del agua potable, no se puede ver solo desde una perspectiva económica, ya que se enfrentan a cuestiones sociales, organizativas – de su carácter público –privado- , técnicas y las propiamente económicas. 

La multidimensionalidad del fenómeno, nos ubica antes el desafío de establecer  de procesos de buena gobernabilidad  que resuelvan las problemáticas relativas a una gestión justa, efectiva y ambientalmente sensible. El manejo de agua dulce, que es escasa, exige el desarrollo de instituciones abiertas, bien informadas, participativas y responsables a efectos de resolver interrogantes como: ¿Quién debe recibir y cuánto?; ¿A qué costo y a qué precio si lo hubiera?; ¿Cómo abordar la entrega de un servicio de costo adecuado a una población pobre?; ¿Quién decide y a través de qué procesos?;¿Qué características de la gobernabilidad tendrán más probabilidad de generar decisiones de gestión que sean justas, efectivas y ambientalmente sustentables? (BROOK, 2002).

En esta línea la Agenda 21   propicia un enfoque de participación y organización comunitaria que provee nuevas estrategias participativas en que la comunidad  (residentes, usuarios, instituciones públicas y privadas, empresas y negocios locales)  es llamada a la generación de consensos a partir de una visión común sobre el futuro deseado para la comunidad de un territorio determinado.

El principio detrás de esta apuesta por la participación comunitaria es el de la búsqueda de equilibrios entre los diversos intereses del desarrollo; de la empresa, el medio ambiente y la comunidad. La creación de la conciencia ciudadana y colectiva fundada en valores y acuerdos colectivos respecto de temas de interés como es el caso de la provisión de servicios, de la protección ambiental y en particular del manejo y gestión del recurso hídrico constituye en estos casos una herramienta para la promoción el desarrollo.

En el capítulo 18 de la Agenda 21 en el área de  Abastecimiento de agua potable y saneamiento, en consonancia con este postulado prescribe entre sus objetivos, dos cuestiones ligadas a la participación:

· Reformas institucionales para promover un criterio integrado, incluidos  cambios en los procedimientos, las actitudes y la conducta, así como la  plena participación de la mujer en todos los niveles de las instituciones del sector.

· Administración comunitaria de los servicios, con el apoyo de medidas   para fortalecer las instituciones locales en su tarea de ejecutar y sostener los programas de abastecimiento de agua y saneamiento.

Resalta además el documento que “una estrategia realista para hacer frente a las necesidades actuales y futuras consiste en establecer servicios menos costosos que   puedan facilitar y mantenerse en el plano comunitario”.

Entre las actividades para cumplir estos propósitos señala el documento: 

· Mejorar el funcionamiento de las administraciones publicas en la ordenación de los recursos hídricos, y al mismo tiempo, reconocer plenamente el papel de las autoridades locales;

· Fomentar el aprovechamiento y la ordenación del agua basados en la participación, de manera que intervengan los usuarios, los planificadores y los encargados de la formulación de políticas a todos los niveles;

· Aplicar el principio de que las decisiones deben adoptarse al nivel más bajo que resulte apropiado, consultando al público y con la participación de los usuarios en la planificación y la ejecución de proyectos relacionados con el agua;

· Apoyar y prestar asistencia a las comunidades para que administren sus  propios sistemas sobre una base sostenible;

· Estimular a la población local, especialmente a las mujeres, a los jóvenes, a las poblaciones indígenas y a las comunidades locales, para que participen en la ordenación del agua;

· Vincular los planes hidráulicos nacionales a la ordenación comunitaria de las aguas locales;

En los postulados del documento se sugiere que en materia de agua potable es necesario dotar de alianzas multi-sectoriales que sustente una institucionalización liderada por autoridades locales más autónoma y flexible en la toma de decisiones.

3.  La ilusión del nuevo modelo: privatización y promesas
A pesar de los esfuerzos de la Cumbre de Río de Janeiro, y los acuerdos alcanzados allí, en los últimos años, desde los organismos internacionales se postulado cada vez más al agua como un bien económico. Informes y conferencias dotaron a esta visión de un alto grado de legitimidad política y de credibilidad científica y económica (SERAGELDIN , 1995).  Asimismo la gestión del agua potable por empresas públicas  de fuerte centralización es criticada por su burocratización en la toma de decisiones en materia de explotación, uso y gestión de los recursos hídricos,  por la aparición  de políticas para el desarrollo del agua al servicio de estrategias nacionales  e incluso expansionistas. A esto debemos agregar las prácticas corruptas entre el Estado Central/ local, las organizaciones políticas y el mundo empresarial en la adjudicación de concesiones y contratos de gestión indirecta o mixta para diversos servicios de abastecimiento de agua.

Como consecuencia de las dos tendencias señaladas, en Argentina se han experimentado grandes cambios en las técnicas organizativas de gestión  a partir de políticas implementadas por gobiernos de ideología neoliberal y la fuerte presión de los organismos multilaterales de crédito así como empresas privadas del sector.

En efecto la  reforma del Estado con claro perfil neoliberal, que caracterizó a la década del noventa  tuvo una importante incidencia en el sector  saneamiento viéndose reflejada en las distintas alternativas aplicadas para la transformación y modernización de las estructuras organizativas, en la búsqueda de nuevos modelos de gestión de los organismos y empresas de servicios de agua potable y saneamiento
.

El principal argumento que se sigue esgrimiendo es que los Servicios de agua potable y saneamiento se encontraban atrapados en un “circulo vicioso de mala calidad’ según el cual el intervencionismo político y la confusión de roles del Estado, generaban prácticas de gestión ineficientes en las operadoras de los servicios y propiciaba niveles de tarifas bajos que no garantizaban la sostenibilidad de los servicios a largo plazo (CORRALES; 2002). Ambas prácticas repercutían negativamente sobre la calidad y cobertura de los servicios y reforzaban un mayor intervencionismo político.

Para lograr la ruptura de este círculo vicioso, se planteó la necesidad de la “desintervención política” o desestatalización  de los servicios a través de tres instrumentos interrelacionados: un nuevo Marco Legal que paute la adecuada separación de roles y la creación de instancias regulatorias independientes; una política y estructura de tarifas que garantice la sostenibilidad económico /financiera de los servicios y, por último, la incorporación de operadores privados que puedan mejorar la eficiencia de los mismos y separar, suficientemente, la operación de los servicios de las funciones rectoras, reguladoras y contraloras, del Estado.

Este proceso de Desestatalización traería aparejado para esta postura, una mejora sustantiva en la calidad y cobertura de los servicios, sustentado en un proceso de inversión liderado por el sector privado y en mejoras importantes en la eficiencia económico financiera de los operadores, al incorporarse la participación del sector privado como modalidad de gestión.

 Tales mejoras garantizarían a los usuarios la obtención de servicios de calidad al menor costo posible. A su vez, la satisfacción de los usuarios y los canales que crea el nuevo arreglo institucional para su participación directa, reduce la necesidad, propensión y justificación de “los políticos” a intervenir en la operación y financiamiento de los servicios, reforzando la dinámica de transformación y creando un “circulo virtuoso de mejora de la calidad”. 

Quizá uno de los aspectos que el programa de privatización no tuvo en cuenta, es que el agua es un bien social, y como tal la comercialización rentable de la misma puede generar no pocos inconvenientes desde el punto de vista  de la ciudadanía. Se ha destacado que se aplican al agua supuestos de competencia propios de actividades más dinámicas, que los niveles de cobertura de la población de menos recursos no hayan mejorado, y que por los presupuestos de los sistemas que se aplican no se hayan contemplado adecuadamente cuestiones de escala y eficiencias, información, y estructuración de subsidios a los más pobres (PEÑA Y SOLANES 2002). Por otro lado se han presentado problemas de oportunismo contractual, postergación de inversiones y desconocimiento de intereses ambientales. 

En la experiencia argentina, la mayoría de los pliegos de concesión contemplan la posibilidad de corte del servicio por falta de pago, situación que afecta de manera directa a los sectores menos favorecidos de la población, debido a las altas tasas de desempleo, y una creciente precarización de la sociedad. Esto niega al usuario un derecho fundamental. 

En cuanto a la participación de los usuarios en los entes reguladores del servicio la mayoría de los entes reguladores aún no han promovido los espacios institucionales para hacer efectiva la incorporación de las asociaciones de consumidores y usuarios en los cuerpos directivos, aunque existen excepciones. 

En el tema del agua la falta de canales efectivos de intervención de la ciudadanía en la gestión y el control del servicio de agua potable en manos de empresas privadas generó conflictos como el de Tucumán con la empresa Aguas del Aconquija en 1997, o el ya mencionado reciente  plebiscito por el agua de Santa Fe. 
 4. Participación ciudadana y privatización

Con relación a la participación ciudadana en los entes de control, la discusión planteada en los ámbitos de la doctrina jurídica se manifiesta de igual manera en la aplicación práctica: qué entender por participación,  cómo se participa y quiénes participan, a lo que se debe agregar la necesidad de esta participación, y establecer qué es lo que conspira contra la concreción de la misma. Por otra parte, la mora legislativa del Congreso Nacional en reglamentar lo prescrito constitucionalmente hace más engorrosa la cuestión.

En una investigación se ha relevado la posición de algunos entes reguladores respecto del papel de las asociaciones de consumidores (Felder y López, 1999). Existen aquellos que no objetan la participación de los usuarios pero no han creado canales para que esto se convierta en una realidad; están los que consideran  innecesaria la formalización de la representación de los usuarios en el directorio del ente; los que han implementado una comisión asesora de la que participan las asociaciones de consumidores; y también encontramos la postura de aquellos entes que prevén sus propios medios de defensa del cliente.

Una encuesta realizada a mediados de febrero de 2001 por la Consultora Fara y Asociados, ha revelado que en la opinión de un 34% de la ciudadanía las asociaciones de consumidores ejercen un mayor control sobre las empresas privatizadas que los entes reguladores, que obtuvieron a su favor un 17% de las respuestas. Asimismo, un 77% de las opiniones afirmó que la participación de las asociaciones de consumidores en los entes de control de servicios públicos podría mejorar la situación de los usuarios (Fara, 2001).

 Tampoco hay acuerdo entre las asociaciones de consumidores acerca del carácter que debe tener su relación con los organismos de regulación de servicios públicos Así, algunas se oponen a la inclusión de los usuarios en los directorios de los entes, limitándose a ejercer un rol consultivo, y alegan que la inclusión de una asociación aparejaría la necesaria inclusión de todas; otras,  sin embargo, sostienen que las organizaciones de consumidores no están técnicamente capacitas para integrar estos cuerpos. En una postura opuesta y más radical, algunas asociaciones de consumidores reclaman la incorporación de un representante de los usuarios en las esferas superiores de los organismos reguladores (Felder y López, 1999).

En síntesis, podemos afirmar, ante la ausencia de una legislación que reglamente el carácter de la participación de las organizaciones de consumidores en los entes reguladores tal como lo prescribe la Constitución, que se ha dado una limitada intervención de estas organizaciones en los organismos de contralor a nivel nacional, y su tibio protagonismo se ha manifestado por dos vías: la participación en comisiones asesoras consultivas en algunos entes reguladores y la emisión de opiniones consultivas sobre temas específicos sin carácter vinculante.

En relación a la audiencia pública, si bien se la definió  como la oportunidad más importante de intercambio de opiniones y flujo de información entre los  ciudadanos y las autoridades en materia de derecho del consumidor y del usuario en Argentina, la implementación de este mecanismo ha tenido  dinámicas peculiares por los siguientes motivos, algunos de índole normativa y de carácter técnico:

a) No se han fijado criterios unificados para determinar en qué situaciones se debe poner en marcha el mecanismo,  generándose un cúmulo de reglamentos especiales que dependen del ente regulador o del organismo administrativo encargado de tomar las decisiones, por lo cual muchas veces ha quedado a su arbitrio convocar o no a la audiencia.

b) Generalmente no se ha dado cumplimento a la obligación de justificar la adopción de una medida contraria a las opiniones vertidas en la audiencia pública.

c) Se ponen claramente de manifiesto la desigualdad de recursos en lo que respecta a información y elementos técnicos entre las partes, ventaja que beneficia ampliamente a las prestatarias de servicios públicos en detrimento de las organizaciones de consumidores.

Estos condicionantes han coartado la posibilidad de utilizar a las audiencias como medio privilegiado para la concertación (López, 2000);  y como  graficó un diputado nacional, la audiencia se ha convertido en un “mecanismo meramente formal”. El mismo motivo hizo decir a  Horacio Bersten, titular de la Unión de Usuarios y Consumidores, quien había provocado mediante una presentación judicial la realización de esta audiencia, que “de todos modos, las audiencias públicas no son vinculantes, así que es muy difícil cambiar algo a través de este mecanismo”
 .  

No obstante, se ha instaurado una situación  que denominamos  “la batalla judicial por la audiencia pública”, en que las organizaciones de consumidores, a veces acompañadas por el Defensor de Pueblo y otras autoridades, han forzado, tribunales de por medio, la puesta en marcha del mecanismo. 

A pesar de todas estas realidades, ha existido importantes movimientos ciudadanos, tales como el de la provincia de Tucumán, que obligó al gobierno provincial a dejar sin efecto la concesión del Servicio de Agua potable y Saneamiento a la Empresa Aguas del Aconquija, subsidiaria de   la Compagnie Générales des Eaux, luego de cinco años de adjudicada la licitación, debido  a un aumento del 104% en las tarifas, y al  pésima calidad del agua por la presencia de manganeso en las zonas de extracción.

En el año 2002, se realizó el “Plebiscito por el agua”, una campaña para mejorar el acceso  y la calidad del agua de los ciudadanos de la provincia  de Santa  Fe, que tienen el servicio privatizado a manos de la empresa "Aguas Provinciales de Santa Fe" (APSF), subsidiaria de Suez-Lyonnaise des Eaux. La concesión fue firmada en Noviembre de 1995 para la provisión de agua  potable y servicios cloacales en 15 ciudades de la provincia. Al día de la fecha continúan los problemas por presión de agua,  obras inconclusas, sobrefacturación, corte de servicio, caída de los planes de pago,   calidad deficiente, desinversión, juicios y posibles remates, postergación de las plantas de tratamiento. 

Movidos por un continuo estado de indefensión, diferentes organizaciones civiles de defensa  del consumidor, y de los derechos sociales,  agrupaciones empresariales, barriales, vecinales y grupos ambientalistas,   constituyeron la Asamblea Provincial por el Derecho al Agua (APDA) y convocaron a un plebiscito popular que se extendió a lo largo de siete días. Si bien el referéndum no tiene fuerza legal, su principal  objetivo es lograr un consenso político que facilite la modificación del statu quo.  La votación fue voluntaria y acudieron a las urnas más de 250 mil personas, de acuerdo con datos de los organizadores. El rechazo a la permanencia de la concesión privada fue masivo, ya que sólo 430 votantes se pronunciaron a favor de la continuidad de la gestión de Aguas Provinciales de Santa Fe. 

5. La opción criticada: el viejo modelo Público

En materia de agua  potable hasta la década de los noventa ha sido esencial la presencia del Estado, así ya en 1880, y con preponderancia desde 1945 y hasta 1980, ha sido el Estado Nacional, y no las entidades federales o municipales las encargadas de  la provisión de agua potable, a través de el ente Denominado Obras Sanitarias de la Nación (en adelante OSN) así una serie de leyes, políticas y instituciones han resaltado esta situación
, en una política contraria a la distribución federal del gobierno. 

La primera transformación importante del sector se produjo con la transferencia a las provincias de los servicios  prestados por ONS, a raíz de una efectiva descentralización de los servicios de agua potable y saneamiento, que algunas provincias transfirieron a su vez  a entidades municipales, y estas a cooperativas de usuarios. Los argumentos principales que sustentaron esta reforma se basaban en acercar la solución de los problemas locales a los niveles de base de la población, con el fin de aprovechar las iniciativas locales y la proximidad a los usuarios (JOURAVLEV, 2003).

Este proceso de descentralización dentro del marco de las políticas de ajuste estructural, transfirió autoridad política, administrativa y de planificación del gobierno central al provincial y local. Pero a pesar de recibir más poder más poder con tal transferencia de potestades, por lo general, los organismos locales han demostrado en algunos casos carecer de la experiencia y capacidad de gestión necesarias para abordar esas cuestiones.

A esto debemos sumar que tampoco se encuentran en una posición que les permita disponer de recursos financieros y monetarios: autoridad descentralizada no ha significado descentralización de presupuestos nacionales, por lo tanto, los municipios acaban teniendo mandatos de gobernabilidad más amplia pero con menores recursos financieros.

En lo que respecta a nuestro análisis, el modelo público siempre ha sido criticado por su bajo rendimiento y el alto déficit fiscal que generaban, la fuerte  burocratización, su falta de eficiencia y eficacia, pero la mayor crítica que se le realiza es su distancia de los usuarios, principalmente la carencia de canales de intervención y control por parte de los ciudadanos, más allá de acto electoral. Así el usuario frente   ante  el Estado en sus diferentes niveles, o ante las empresas prestadoras del servicio de agua potable, era más súbito que ciudadano (CRACOGNA, 1992).

La privatización sería entonces a partir de sus entes reguladores y canales novedosos de participación la respuesta a las ineficiencias del sistema público. Sin embargo esa desintervención política, no dio lugar a la mayor participación de los ciudadanos en la gestión. Contrariamente generó múltiples controversias, conflictos y renegociaciones dando lugar a inquietudes por temas como los marcos regulatorios demasiado permisivos, la insatisfacción de mecanismos de protección de los consumidores, la vulnerabilidad de los reguladores a la captura, la ambigüedad en cuanto a su independencia entre otros  (JOURAVLEV, 2003b)
Debemos preguntarnos aquí si es posible ante el fracaso de las privatizaciones

Re-encantar el sistema público después de tantas críticas y en un escenario de descrédito de la política como tal. Es posible aproximar al Estado como prestador de servicios de agua potable a los vecinos. La gestión del agua en Porto Alegre a partir del “Departamento Municipal de Agua y Esgoto” (DMAE) puede ser un esbozo de respuesta, como un sistema que permite la función de “accountability”, a la par de ser eficiente, sustentable y democrática (HALL & LOBINA, 2002).

El Departamento posee personalidad jurídica propia, cuenta como autonomía operativa y financiera, pero su característica fundamental radica en la existencia del “Conselho Deliberativo” a la par de la estructura de los presupuestos participativos. El mencionado Conselho, tiene el poder de aprobar todas las grandes decisiones a tomar por el DMAE y aconsejar en un sinnúmero de cuestiones secundarias. Está compuesto por representantes de diferentes organizaciones de la sociedad civil en un universo plural que incorpora controles que auditan la gestión del DMAE. Esto refuerza la participación de los ciudadanos expresadas en los diseños del presupuesto municipal. 

Ejemplos como este, nos permiten albergar esperanzas en la gestión pública del agua potable a partir de un “aggionarmiento” de las estructuras de interacción entre ciudadano y gestor que superen los mecanismos tradicionales de la democracia representativa, y permita una mayor intervención de los vecinos.

6. Desafíos, para una nueva noción de ciudadanía.

Los grandes cambios generados en el sector de agua potable y saneamiento en los últimos años en  Argentina, nos  llevan a plantearnos grandes interrogantes  sobre el complejo sistema que asegure la gobernabilidad del sector dando satisfacción a las necesidades, siendo respetuosa con el medio ambiente, implementando técnicas materiales que optimicen el servicio. El acento para lograr estar gobernabilidad estará centrado en las herramientas organizativas del mismo y la capacidad de  asegurar la participación de los vecinos  en estos ámbitos, independientemente del modelo de gestión implementado. 

El proceso de privatización, presentado por los organismos internacionales de crédito, el gobierno y los medios de comunicación como la única opción para mejorar el sector de agua potable y saneamiento, ha sido deficiente, por que el planeamiento del proceso no ha sido respetado, el traspaso fue acelerado, se incurrió en errores por inexperiencia en el proceso de concesión, y una debilidad en la implementación de los Entes de Regulación, y en algunos casos la captación del Regulador. 

Las inversiones previstas no se han cumplido, y se ha vulnerado de muchas maneras al usuario y el derecho de acceso universal del agua. Los mecanismos de protección de usuario previstos por la   Constitución Nacional, han sido implementados  de manera tímida limitándose en muchos casos  a  participación en instancias consultivas. 

En la protección del Usuario ha sido importante en algunas jurisdicciones, tanto las disposiciones del los pliegos de concesión como la acción de los magistrado, que impidieron el corte del suministro de agua potable, así como el aumento indiscriminado de las tarifas.

La debilidad del Estado Federal,  por la presencia de las autonomía provinciales,  la presión de las empresas multinacionales, y  los organismos multilaterales de créditos, a la hora de formular políticas globales del sector, así como la multiplicidad de proveedores, las distintas modalidades de Agencias de Control y Regulación,  como la diversidad de marcos jurídicos aplicables,  no hacen posible en Argentina que todos ciudadanos accedan en igualdad de condiciones al agua potable y al servicio de saneamiento.

Los movimientos ciudadanos de Tucumán, y de Santa Fe, son una muestra del rotundo fracaso  en algunas jurisdicciones de la gestión del agua y el saneamiento por parte de empresas privadas, y de los niveles de conflicto que se pueden generar en otras jurisdicciones a partir de la debilidad del sistema de concesión, que vulnera los derechos ciudadanos, en un escenario en que Argentina ha dejado de ser rentable para las empresas privadas.

Hoy en Argentina estamos asistiendo  a un cambio en el modelo de ciudadanía que supera a la noción ligada al Estado- Nación, que en los últimos años y hasta su crisis terminal en diciembre de 2001, ha reducido los espacios para el ejercicio de los derechos ciudadanos.

En materia de gestión del agua potable, la construcción de nuevos espacios en la línea de la Agenda 21  requerirá el compromiso conjunto de gobiernos y de varios grupos de la sociedad civil, particularmente aquellos que pertenezcan al ámbito local y al ámbito comunitario, así como también al sector privado que debe reflejarse en técnicas organizativas de gestión. 

En Argentina el Estado  ha demostrado ser ineficiente en el sector, pero no más eficiente han sido las empresas privadas. La distancia de la comunidad a partir de la ausencia de espacios de participación son defectos atribuibles a los dos sistemas.

El desafío para la efervescencia ciudadana, está en politizar y hacer público espacios o reservados decisiones de empresas multinacionales a partir de una redefinición del sistema de regulación a los efectos de lograr un mayor control. O talvez la opción sería el viejo espacio público de la gestión estatal o apostar por un espacio público alternativo de modelo cooperativo.

En cualquiera de las situaciones, la sociedad argentina no debe olvidar que el acceso al agua potable universal al agua potable en condiciones de calidad y cantidad óptima es un derecho humano innegable. Por ello  uno de sus desafíos más importantes radica la construcción de  mediaciones institucionales y solidaridades transversales  capaces de encarar los problemas de desigualdad y buscar un bienestar para todos en pos de un umbral de desigualdad social capaz de tolerar la convivencia democrática.
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� El proceso de privatización y concesión a entidades distinta al  Estado, ya sea este Nacional, Provincial o Municipal,  ha significado una importante modificación tanto en la Estructura del Estado, con la creación de nuevas Agencias distintas a la antigua OSN,  una diversificación importante de los prestadores del servicio de agua y saneamiento, la necesidad de crear mecanismos y organismos de regulación del servicio, y los usuarios, ahora más clientes,  que generalmente se encuentran al margen de la gestión. Según datos oficiales a enero de 2003,  existían 1742 proveedores y más de 17 entes de regulación.
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� Un derrotero de esta situación se puede ilustrar con el siguiente orden cronológico: 1880 se crea la Comisión Nacional de Obras de Salubridad” posteriormente Obras Sanitarias de la Nación; en 1945 se consolida la situación de OSN como organismo único estatal; en 1964 se crea el Servicio Nacional de Agua Potable, SNAP, con apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo. 





